
JJUULLIIOO 22000099 32

SUMARIO Julio 2009
PÁGINA 1:

Obama, 6 meses, por IGNACIO RAMONET –

El nuevo rostro de la crisis, por JACQUES SAPIR

PÁGINA 2:
Cartas de lectores – Agenda Cultural

PÁGINA 3:
Las derechas españolas y el fascismo, por VICENÇ NAVARRO

PÁGINAS 4 y 5:
En la jungla de las hipotecas, por RAÚL GUILLÉN

PÁGINA 6:
El nuevo rostro de la crisis, por JACQUES SAPIR

PÁGINA 7:
¿Huelgas “racistas” en Gran Bretaña?, por SEUMAS MILNE

PÁGINAS 8 y 9:
La extrema derecha en Austria, por PIERRE DAUM, ENVIADO ESPECIAL

PÁGINAS 10 y 11:
¿Fin de la globalización, comienzo de Europa?, por FRÉDÉRIC LORDON

PÁGINA 24:
Benedetti: Balance y responso, por OSVALDO GALLONE

– Un hombre bueno, por CARLOS GABETTA

PÁGINAS 25 y 26:
CUADERNOS DEL PENSAMIENTO CRÍTICO LATINOAMERICANO:
Hibridez, modernidad y desarrollo. La política de la guerra fría,
la academia y la cultura, por ÁNGEL G. QUINTERO RIVERA

PÁGINA 27:
Prisciliano y basta, España, por RAMÓN CHAO

PÁGINA 28:

Los primeros pasos de Barack Obama, por Serge Halimi – En las revistas

PÁGINA 29:
OTRA EUROPA ES POSIBLE: El Gobierno de Francfort,
por BERNARD CASSEN – La tragedia española, por RAMÓN CHAO

– De la revolución al mutismo, por LUISA RIVERA

PÁGINAS 30 y 31:
En los libros

– Un tufillo a reacción desde los años 1950, por FRANÇOIS DENORD Y

ANTOINE SCHWARTZ

PÁGINA 12:
Dilaciones de la Unión Europea frente a Israel, por ISABELLE AVRAN

PÁGINAS 14 y 15:
El ‘lumpen-radicalismo’ del presidente Jacob Zuma, por ACHILLE MBEMBE

PÁGINAS 16 y 17:
La crisis vista desde China, por TRISTAN DE BOURBON,
ENVIADO ESPECIAL – Quiebra política, T. DE B.

PÁGINAS 18 y 19:
Luchas por el poder en Irán, por AHMAD SALAMATIAN

– Un nacionalismo sombrío alimentado por intervenciones extranjeras, por
ALAN GRESH – Las estructuras del régimen, por OLIVIER PIRONET

PÁGINAS 20 y 21:
Brasil, un gigante encadenado, por RENAUD LAMBERT

PÁGINA 22:
Matanza de indígenas en Perú, por MARTÍ ORTA Y JOAN MARTÍNEZ ALIER

E
l Gobierno español, de
acuerdo con el Partido Po-
pular y otros grupos de
oposición, va a  revertir la
avanzada legislación na-

cional sobre Justicia Universal que per-
mite abrir causas en España por
“violaciones masivas de derechos hu-
manos” o “genocidio” cometidos en
otros países por ciudadanos extranje-
ros. Esta decisión llega tras la apertura
de causas por parte de jueces españo-
les contra mandatarios chinos, estadou-
nidenses e israelíes.

El pasado 29 de enero, el juez de la
Audiencia Nacional Fernando Andreu,
promulgó un Auto por el cual aceptaba
a trámite la querella promovida por el
Centro Palestino de Derechos Huma-
nos contra siete oficiales gubernamen-
tales y militares de Israel por “crímenes
de guerra” cometidos en Gaza (1). Las
Fuerzas de Defensa de Israel habían
lanzado, en julio de 2002, una bomba
de una tonelada sobre un barrio densa-
mente poblado. El objetivo del ataque
era un dirigente del ala militar de Ha-
más, Salah Shehada. En el ataque mu-
rieron catorce civiles, en su mayoría
menores de edad. El entonces primer
ministro de Israel, Ariel Sharon, califi-
có el ataque como una de las “ope-
raciones más exitosas” del ejército.
Funcionarios israelíes etiquetaron el
Auto del juez Andreu como un “cínico
intento político llevado a cabo por an-
ti-israelíes” o como un acto “ridículo,
por ir dirigido contra quienes realmen-
te luchan contra los terroristas.”

Tras recibir quejas del Ejecutivo is-
raelí, el Gobierno español anunció su
predisposición a ceder y limitar la apli-
cación de la Jurisdicción Universal en
el ámbito interno, haciendo especial
hincapié en la necesidad de que la Jus-
ticia española sólo actúe en un plano de
subsidiariedad, es decir, en el caso de
que los crímenes no estén siendo inves-
tigados en el país donde sucedieron.

En agosto de 2008, con el fin de  co-
nocer la existencia de algún proceso ju-
dicial en Israel, el juez Andreu solicitó
información a las autoridades de ese pa-
ís. El Gobierno israelí informó sobre
dos investigaciones judiciales empren-
didas, militar y civil –pero ninguna cul-

minó en un proceso criminal–, y una
Comisión estatal de investigación.

Tras analizar la documentación re-
mitida, el juez Andreu decidió, el 4 de
mayo de 2009, proseguir con sus inves-
tigaciones al considerar que Israel no
se ocupaba adecuadamente del caso.
Además, consideró que al tratarse de
un ataque desproporcionado (asesina-
to premeditado de Shehada) y afectar a
la población civil en un territorio que
no pertenece a Israel, la investigación
española debía continuar. Más tarde, la
Fiscalía impugnó su decisión.

El artículo 23.4 de la Ley Orgáni-
ca del Poder Judicial (LOPJ) asumió en
1985, entre otros, el artículo 146 de los
Convenios de Ginebra (1949) y de la
Convención contra el Genocidio (1948),
y por ello “la obligación de buscar y en-
juiciar a sospechosos de delitos, come-
tidos por españoles o extranjeros fuera
del territorio nacional, susceptibles de
ser tipificados como genocidio, terro-
rismo (…) y cualquier otro que, según
los Tratados o Convenios internaciona-
les, deba ser perseguido en España”.
Más de quince Estados lo han imple-
mentado hasta ahora (ejecutando, por
ejemplo, extradiciones) como Austra-
lia, Dinamarca, Senegal, México e in-
cluso el propio Israel, cuando en 1960
secuestró al criminal nazi Adolf Eich-
mann en Argentina para juzgarlo por
“crímenes contra la humanidad”.

Con esta base jurídica, la Juris-
dicción española ha asumido hasta
ahora catorce casos de este tipo, co-
mo el del general Augusto Pinochet,
la causa del Tíbet y otras sobre Gua-
temala, Sáhara Occidental y, recien-
temente, dos relativas a Guantánamo:
una que investiga los vuelos secretos
de la CIA que aterrizaron en España,
y otra –aún bajo estudio– contra seis
asesores del Presidente estadouniden-
se George W. Bush por crear y estruc-
turar el “andamiaje jurídico” del penal
de Guantánamo.

Bélgica es un país que disponía de
un amplio reconocimiento en su legis-
lación  sobre la “cláusula de universa-
lidad”. Pero en 2003, el Gobierno de
Bruselas cedió ante la fuerte presión
que ejerció la Administración de Bush,
amenazando con proponer que la se-
de de la Organización del Tratado del
Atlántico Norte (OTAN) se trasladase
a otro país. La presión no solo provo-
có que se desestimara la querella pre-
sentada contra el entonces secretario
de Defensa Donald Rumsfeld, sino

que, además, modificó la legislación
del país. Consecuencia directa de es-
ta decisión: se debilitaron los proce-
sos contra el ex dictador del Chad,
Hissène Habré, y contra el ex primer
ministro israelí, Ariel Sharon.

En las últimas dos décadas, algu-
nos países europeos avanzaron en Jus-
ticia Internacional apoyándose en
acuerdos globales que determinan la no
prescripción de estos crímenes y, ade-
más, obligan a cualquier jurisdicción
nacional a perseguirlos en cuanto tuvie-
ra noticia de ellos, independientemen-
te del lugar del crimen y la nacionalidad
de sus autores.

Actualmente, la ONU analiza los
ataques de Israel a Gaza en enero de
2009, la Administración de Obama se
ha acercado al Tribunal Penal Interna-
cional y afronta el dilema de la inves-
tigación o el olvido de las violaciones
del derecho internacional de la Admi-
nistración de Bush. Francia, por su par-
te, acaba de iniciar un proceso a tres
presidentes africanos por corrupción.
En el ámbito internacional, España es
un referente en cuestiones de Justicia
Internacional tanto por los procesos em-
prendidos como por los efectos que han
tenido en otros países.

En este marco, el ministro de Asun-
tos Exteriores, Miguel Ángel Morati-
nos, anunció un recorte de la Ley y el
pasado 19 de mayo se hizo público el
texto pactado entre Gobierno y oposi-
ción para el nuevo artículo 23.4 de la
LOPJ, que dice: “Sin perjuicio de lo
que pudieran disponer los tratados y
convenios internacionales suscritos por
España, para que puedan conocer los
tribunales españoles deberá quedar acre-
ditado que sus presuntos responsables
se encuentran en España o que existen
víctimas de nacionalidad española o
constatarse algún vínculo de conexión
relevante con España”. La portavoz de
Exteriores del PSOE enfatizó que el re-
corte está dirigido a que los tribunales
españoles sean competentes “cuando
los delitos no se estén investigando en
el país donde sucedieron” y que los de-
más casos deberían ser tratados por “los
tribunales internacionales”. España si-
gue la estela belga.

Este cambio da lugar a varias con-
tradicciones. Primero, si España sigue
adelante con esta modificación incum-
pliría varios acuerdos internacionales.
Segundo, si el sistema judicial español
se ha convertido en un referente en la
lucha contra la impunidad, ha sido pre-

cisamente porque ha actuado en varias
causas donde no existía una vincula-
ción directa con España y, en especial,
porque no existía ningún interés eco-
nómico directo.

Tercero, el nuevo acuerdo entre Go-
bierno y oposición da a entender que la
subsidiariedad de la jurisdicción espa-
ñola no se ha llevado a cabo hasta aho-
ra. Por el contrario, los jueces españoles
trabajan en colaboración con sus homó-
logos de los países en los que han su-
cedido los crímenes, como se constató,
por ejemplo, en los casos de Chile, Mé-
xico o Israel. Cuarto, la mayoría de los
casos que la Audiencia Nacional cono-
ce son situaciones no imputables ante
ningún tribunal internacional, sino
únicamente ante los tribunales ordina-
rios del país donde ocurren que, gene-
ralmente, o no quieren o no pueden
investigarlos y enjuiciarlos (2). Aun
ejerciendo esta competencia, la carga
de trabajo que la aplicación del princi-
pio de Jurisdicción Universal significa
para la Audiencia Nacional representa
sólo el 0,035% de su actuación total.

En definitiva, el Gobierno única-
mente se ha visto amenazado por “po-
sibles problemas diplomáticos” cuando
se trata de Estados Unidos, China e Is-
rael. En cambio, no  propuso ninguna

enmienda a la ley mientras las causas
se dirigían a Ruanda, Chile o Marrue-
cos. De hecho, en muchas de estas cau-
sas seguidas en España sí existe
vinculación directa con ciudadanos o
intereses españoles. La intención del
Gobierno y del PP es “normalizar” a
España y no entrar en contradicción con
nadie. Y si para ello hay que corregir
una ley avanzada y admirada global-
mente, se hace (3).

Si se limita la legislación actual,
España irá en contra de la tendencia
global de rendición de cuentas por crí-
menes contra la humanidad, incumpli-
rá tratados internacionales que ha
ratificado y estará atentando frontal-
mente contra la independencia de la
Justicia, principio básico de la demo-
cracia. El mensaje es nítido: si los pre-
suntos criminales están protegidos por
alianzas políticas, la Justicia queda en
un segundo plano. �

Por VIDAL MARTÍN *

(1) Auto de 29/01/09 del juez Fernando Andreu, Juz-
gado de Instrucción número 4 de la Audiencia Nacional.

(2) Manuel Ollé profundiza en este aspecto en su li-
bro Justicia Universal para crímenes internacionales,
Ed. La Ley, Madrid, 2008

(3) La sociedad civil internacional ha respondido rá-
pidamente a esta iniciativa. En www.apdhe.org se pue-
den encontrar el “Manifiesto sobre la reforma legislativa
que introducirá limitaciones al ejercicio de la justicia
universal” y otras reacciones públicas.

* Investigador sobre derechos humanos y justicia interna-
cional en la Fundación para las Relaciones Internacionales y
el Diálogo Exterior (FRIDE), Madrid.
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